ACCIÓN DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA

RADICACIÓN: 66683 31 04 001 2019 00157 01
ACCIONANTE: MARÍA ELVIA IDÁRRAGA 
ACCIONADAS: MEDIMAS  EPS y OTRO 

ASUNTO: CONFIRMA DECISIÓN

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO A LA SALUD / PRINCIPIO DE ACCESIBILIDAD ECONÓMICA / IMPLICA NO IMPONER CARGAS EN DINERO DESPROPORCIONADAS / SUMINISTRO DE OXIGENO / OBLIGACIÓN DE SUSTITUIR UN CONCENTRADOR POR PIPETAS QUE NO GENEREN CONSUMO DE ENERGÍA.
… con respecto al derecho a la salud de las personas de la tercera edad, la Constitución Política señala expresamente en su artículo 13, el deber del Estado de implementar medidas encaminadas a garantizar la efectividad del derecho a la igualdad material y la Corte Constitucional ha considerado a las personas de la tercera edad como un grupo merecedor de una protección especial y reforzada, teniendo en cuenta sus condiciones de debilidad manifiesta, las cuales se encuentran vinculadas a su avanzada edad. (…)
En lo relacionado con el cubrimiento de gastos relacionados directamente con la prestación del servicio de salud, específicamente el pago del servicio público de energía de los pacientes que requieren oxigenoterapias, la Corte Constitucional ha reiterado:

“… la jurisprudencia nacional ha considerado que la accesibilidad económica (i) impone la consideración de la capacidad económica del paciente con el fin de garantizar que el acceso al servicio de salud de los usuarios de menores recursos no sea obstaculizado a través de la imposición de cargas económicas que resultan desproporcionadas en comparación con las cargas soportadas por los usuarios que sí pueden sufragar el costo del servicio, y al mismo tiempo, (ii) prohíbe que las entidades de salud no hagan nada para superar esa dificultad”. (…)
… si bien es cierto la EPS MEDIMÁS se ajustó a lo prescrito por el galeno de la agenciada, también lo es que a la ahora de proveer a la señora Idárraga el concentrador eléctrico de oxígeno, no tuvo en cuenta sus condiciones socioeconómicas a sabiendas que se encuentra afiliada al régimen subsidiado, lo que significa que hace parte de la población pobre y vulnerable, en ese sentido, dicha EPS debió percatarse que la forma más viable y apropiada en el suministro del oxígeno era en pipetas de gas en aras de  la protección del derecho fundamental a la salud de una persona que requieren tal servicio en su domicilio en aras de evitar trasladarle los gastos que genera el concentrador eléctrico a una persona carece de los recursos para asumir los costos de la electricidad consumida…
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, veintisiete (27) de septiembre de dos mil diecinueve (2019)

Aprobado por Acta No.849
Hora: 1:20 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación formulada por MEDIMÁS EPS frente al fallo de tutela emitido el 1º de agosto de 2019 por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal dentro de la acción de tutela instaurada por el señor Julio Ernesto Idárraga, quien actúa como agente oficioso de su madre, señora María Elvia Idárraga en contra de dicha EPS y de la Central Hidroeléctrica de Caldas S.A. CHEC GRUPO EPM.

2. RESUMEN DE  ANTECEDENTES
2.1. Informó el señor Julio Ernesto Idárraga que su madre, señora María Elvia Idárraga, se encuentra afiliada a la EPS CAFESALUD, hoy MEDIMÁS, en el régimen subsidiado, a quien sus médicos tratantes le diagnosticaron hernia inguinal unilateral o no especificado, sin obstrucción ni gangrena, por lo que le fue ordenado un concentrador de oxígeno de bajo flujo Everflo, el cual estaba siendo utilizado por la agenciada, pero se han presentado muchos problemas con relación al consumo de energía de dicho mecanismo, tales como que en la actualidad se presenta una deuda con la empresa CHEC por valor de $925.920 correspondientes a los meses de junio y julio, lo que produjo el corte de energía, perjudicando la salud de la señora Idárraga.  De tal manera, que acudió al juez constitucional con el fin de que se ordenara a la EPS MEDIMÁS que realice el cambio de dicho concentrador por pipetas de oxígeno para evitar un daño irremediable en la vida e integridad de la señora María Elvia Idárraga, toda vez que no cuentan con los recursos económicos suficientes para sufragar el costo del consumo de energía por concepto del concentrador.
El agente oficioso de la señora Idárraga solicitó una medida provisional con el fin de que se ordenara a la empresa de energía CHEC que procediera inmediatamente a realizar la reconexión del servicio de energía en la vivienda de la señora Idárraga, quien depende del concentrador de oxígeno de bajo flujo Everflo, el cual debe permanecer conectado a la red de energía para que funcione.

En el acápite de pretensiones, relacionó: i) tutelar los derechos fundamentales a la vida y salud de la señora María Elvia Idárraga, ii) ordenar a la EPS CAFESALUD (sic) que hiciera el cambio del concentrador de oxígeno de bajo flujo Everflo por pipetas de oxígeno y iii) ordenar a la CHEC que adelantara todos los trámites tendientes a realizar la reconexión del servicio de energía y que se le permita llegar a un acuerdo para poder cancelar lo adeudado (Fls. 1 y 2).
2.2.  Se tuvieron como pruebas las allegadas con la demanda de tutela (Fls. 3-7)
2.3. Mediante auto del 19 de julio de 2019, el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal, avocó el conocimiento de la acción de tutela y ordenó correr traslado de la misma a las entidades demandadas.  Así mismo, decretó la medida provisional solicitada por el señor Julio Ernesto Idárraga, en el entendido de ordenar a la CHEC GRUPO EPM que realizara todos los trámites de reconexión del servicio de energía en la vivienda de la señora María Elvia Idárraga, de 86 años de edad, ubicada en la calle 19 No.15-55 de Santa Rosa de Cabal (Fl. 6).
3. SÍNTESIS DE LAS RESPUESTAS A LA DEMANDA DE TUTELA 
3.1.  CENTRAL HIDROELÉCTRICA DE CALDAS S.A. E.S.P. – CHEC
Explicó que la Ley 142 de 1994 en su artículo 99-9 señala lo concerniente a los subsidios que se otorgan a los usuarios que residen en aquellos municipios que tengan menor capacidad para otorgar subsidios con sus propios ingresos, por lo que no existirá exoneración en el pago de los servicios a ninguna persona natural o jurídica.  Sin embargo, el problema principal radica en que las EPS por economía, imponen la llamada “hospitalización domiciliaria” a los oxigeno dependientes para dejar en estos el costo de la energía del respirador artificial, el cual tiene un alto consumo, de allí que la Corte Constitucional impone dichas entidades dotar a tales pacientes de pipetas de oxígeno y pese a que en las acciones de tutela se vincule a la CHEC S.A. E.S.P., se ordena a las EPS cambiar el concentrador. 

Solicitó que se desvinculara a la CHEC S.A. E.S.P. del presente trámite y se ordene a la EPS correspondiente no imponer el uso de un concentrador, facilitando las pipetas de oxígeno (Fls. 12-17).
3.2. SECRETARIA DE SALUD DEL DEPARTAMENTO DE RISARALDA

Señaló las normas que contienen el plan obligatorio de salud, sobre sus coberturas y exclusiones, de donde se desprende que en el listado general de medicamentos POS 2014 se encuentra relacionado el oxígeno en gas.  Por lo tanto, solicitó que se accediera al pedimento del accionante y en tal virtud, se ordenara a la EPS MEDIMÁS garantizar el suministro actual y futuro del oxígeno en las modalidades que sean más económicas  para la señora Idárraga, sin que el cambio de concentrador eléctrico a la bala o pipa convencional, genere demoras en la provisión del oxígeno.
Solicitó desvincular a esa Secretaría del presente trámite (Fls. 19 y 20).
3.3. MINISTERIO DE SALUD

Consideró que no estaba legitimado en la causa por pasiva, toda vez que la ley y la constitución otorgaron a las  EPS la responsabilidad con sus afiliados de garantizarles el acceso a los servicios de salud, verificando la atención integral tanto en el régimen subsidiado como en el contributivo.  En ese sentido, confirmó que el oxígeno solicitado por la accionante se encuentra incluido en el “Anexo 1”de la Resolución No.005857 del 26 de diciembre de 2018.
Solicitó que se exonerara a ese Ministerio y que en caso de que la acción constitucional prosperara, conminara a la EPS la adecuada prestación del servicio de salud reclamado y en el evento de que se decidiera afectar los recursos del SGSSS, solicitó que se vinculara a la Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud ADRES (Fls. 36-39).
3.4.  La Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud ADRES  se pronunció luego de haberse proferido el fallo de primer nivel; por lo tanto, no se tendrá en cuenta dicha respuesta, por ser extemporánea (Fls. 54-56).
4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA
Mediante sentencia del 1º de agosto de 2019, el Juzgado Penal del Circuito de  Santa Rosa de Cabal resolvió lo siguiente  (Fls. 42-47):

“PRIMERO: TUTELAR el derecho fundamental a la salud con base al principio de accesibilidad económica, de los cuales es titular la señora MARIA ELVIA IDARRAGA por lo expuesto en la parte motiva de esta providencia.
SEGUNDO: Ordenar a la EPS MEDIMÁS gestionar, tramitar y autorizar la entrega de oxígeno medicinal a través de pipetas, sin trasladarle cargas administrativas a la paciente, para lo cual cuenta con (5) días contados (sic) a partir de la notificación de este fallo.

TERCERO: Se faculta a la EPS MEDIMÁS hacer el debido recobro ante el Adres (sic), por lo que se encuentre por fuera del POS.

CUARTO:  Se ordena a la CHEC que, dentro de un término no mayor a 10 días, despliegue la actuación especial para hacer acuerdo de pago con el señor JULIO CESAR IDARRAGA, agente oficios de la señora MARÍA ELVIA IDARRAGA,  para lo cual se deberá tener en cuenta su capacidad económica. 

QUINTO: Desvincular de la presente acción constitucional a la Secretaría de Salud Departamental, Ministerio de Salud, al Hospital San Vicente de Paul y el Adres (sic)…”   

5. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN 

La EPS MEDIMÁS fue notificada del fallo de primera instancia el 5 de agosto de 2019 (Fl. 50) y el 8 de agosto siguiente, envió un escrito de impugnación al juzgado de conocimiento, mediante el cual consideró que a la accionante no se le ha negado servicio alguno, ya que se le encuentra suministrando el servicio de oxígeno domiciliario en condiciones de idoneidad consistente en un concentrador que lo único que necesita es una fuente de energía para estar conectado, poder funcionar  y no agotarse, mientras que la cantidad de pipetas de oxígeno representa un riesgo inminente de explosión por tener oxígeno presurizado en su interior, por lo que el médico tratante debió evaluar ese riesgo al momento de generar la orden médica por el servicio que en la actualidad se le brinda a la agenciada.   Por lo tanto, solicitó que se revocara el fallo (Fls.  51 y 52).
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la CN y el Decreto 1983 de 2017.  A su vez se cumplen los requisitos de legitimación por activa y por pasiva, previstos en los artículos 10 y 13 del Decreto 2591 de 1991. 

6.2. Problema jurídico y solución 

Esta Corporación debe determinar si el fallo adoptado por el juez de primera instancia fue acorde a los preceptos legales en relación a la orden de autorizar a la señora María Elvia Idárraga el suministro de oxígeno mediante el sistema tradicional de pipeta en cambio del concentrador de oxígeno, o si por el contrario se debe revocar la decisión, tal como lo solicitó el impugnante.  

6.3.    La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el Art. 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
6.3.2. De las pruebas aportadas a la demanda de tutela, especialmente de la historia clínica expedida por la E.S.E. Hospital San Vicente de Paul de Santa Rosa de Cabal, se desprende que la señora María Elvia Idárraga Giraldo nació el 31 de diciembre de 1933, por lo que en la actualidad tiene 85 años de edad, sufre de hernia inguinal unilateral con antecedentes de EPOC, demencia tipa Alzheimer, hipoacusia y otras enfermedades (Fls. 3-5), a quien por solicitud de su médico adscrito a MEDIMÁS EPS, se le prescribió el “concentrador de oxígeno de bajo flujo Everflo” desde el 07/06/2019  (Fl. 6), situación que al parecer generó  un incremento en el  consumo de energía en la vivienda de la señora Idárraga y que se vio reflejado en la factura de la CHEC, empresa a la cual se le adeuda un valor de $925.920 (Fl. 7), lo que conllevó a la suspensión del servicio público de la energía por parte de la CHEC, causando una afectación a los derechos fundamentales a la salud y vida digna de la señora María Elvia Idárrga al no poder usar el concentrador eléctrico.
6.3.3. Sea lo primero reiterar la jurisprudencia de la Corte Constitucional en la que concluyó que la salud es un derecho fundamental autónomo que debe ser respetado y protegido cuando se advierte algún tipo de amenaza o vulneración (Sentencia T-760 de 2008):

 “(…) 3.2.1.3. Así pues, considerando que son fundamentales (i) aquellos derechos respecto de los cuales existe consenso sobre su naturaleza fundamental y (ii) todo derecho constitucional que funcionalmente esté dirigido a lograr la dignidad humana y sea traducible en un derecho subjetivo”, la Corte señaló en la sentencia T-859 de 2003 que el derecho a la salud es un derecho fundamental, ‘de manera autónoma’, cuando se puede concretar en una garantía subjetiva derivada de las normas que rigen el derecho a la salud, advirtiendo que algunas de estas se encuentran en la Constitución misma, otras en el bloque de constitucionalidad y la mayoría, finalmente, en las leyes y demás normas que crean y estructuran el Sistema Nacional de Salud, y definen los servicios específicos a los que las personas tienen derecho. Concretamente, la jurisprudencia constitucional ha señalado que el acceso a un servicio de salud que se requiera, contemplado en los planes obligatorios, es derecho fundamental autónomo. En tal medida, la negación de los servicios de salud contemplados en el POS es una violación del derecho fundamental a la salud, por tanto, se trata de una prestación claramente exigible y justiciable mediante acción de tutela. La jurisprudencia ha señalado que la calidad de fundamental de un derecho no depende de la vía procesal mediante la cual éste se hace efectivo.” (Subrayas nuestras).

Y en otro aparte de la misma sentencia T-760 de 2008, se dispuso:

“Así pues, la jurisprudencia constitucional ha dejado de decir que tutela el derecho a la salud ‘en conexidad con el derecho a la vida y a la integridad personal’, para pasar a proteger el derecho ‘fundamental autónomo a la salud’. Para la jurisprudencia constitucional “(…) no brindar los medica​men​tos previstos en cualquiera de los planes obligatorios de salud, o no permitir la realización de las cirugías amparadas por el plan, constituye una vulneración al derecho fundamental a la salud.” La Corte también había considerado explícitamente que el derecho a la salud es fundamental y tutelable, en aquellos casos en los que la persona que requiere el servicio de salud es un sujeto de especial protección constitucional. Así lo ha considerado la jurisprudencia, por ejemplo, con relación a las personas de la tercera edad.” (Subrayas propias)

6.3.4. Ahora bien, con respecto al derecho a la salud de las personas de la tercera edad, la Constitución Política señala expresamente en su artículo 13, el deber del Estado de implementar medidas encaminadas a garantizar la efectividad del derecho a la igualdad material y la Corte Constitucional ha considerado a las personas de la tercera edad como un grupo merecedor de una protección especial y reforzada, teniendo en cuenta sus condiciones de debilidad manifiesta, las cuales se encuentran vinculadas a su avanzada edad. Al respecto, dicho Tribunal en la Sentencia T-180 de 2013 manifestó, lo siguiente:


“Los adultos mayores necesitan una protección preferente en vista de las especiales condiciones en que se encuentran y es por ello que el Estado tiene el deber de garantizar los servicios de seguridad social integral a estos, dentro de los cuales se encuentra la atención en salud.

La atención en salud de personas de la tercera edad se hace relevante en el entendido en que es precisamente a ellos a quienes debe procurarse un urgente cuidado médico en razón de las dolencias que son connaturales a la etapa del desarrollo en que se encuentran
.

En consecuencia, le corresponde al Estado garantizar los servicios de seguridad social integral, y por ende el servicio de salud a los adultos mayores, dada la condición de sujetos de especial protección, por lo tanto, la acción de tutela resulta el instrumento idóneo para materializar el derecho a la salud de dichas personas.

Esta Corporación ha reiterado que el derecho a la vida no se limita a la existencia biológica de la persona, sino que se extiende a la posibilidad de recuperar y mejorar las condiciones de salud, cuando éstas afectan la calidad de vida del enfermo
. En ese sentido, la Sentencia T-760 de 2008
, expresa que en relación con las personas de la tercera edad, teniendo en cuenta las características especiales de este grupo poblacional, la protección del derecho fundamental a la salud adquiere una relevancia trascendental.”  (Subrayas nuestras)
6.3.5. En lo relacionado con el cubrimiento de gastos relacionados directamente con la prestación del servicio de salud, específicamente el pago del servicio público de energía de los pacientes que requieren oxigenoterapias, la Corte Constitucional ha reiterado
:

“… la jurisprudencia nacional ha considerado que la accesibilidad económica (i) impone la consideración de la capacidad económica del paciente con el fin de garantizar que el acceso al servicio de salud de los usuarios de menores recursos no sea obstaculizado a través de la imposición de cargas económicas que resultan desproporcionadas en comparación con las cargas soportadas por los usuarios que sí pueden sufragar el costo del servicio, y al mismo tiempo, (ii) prohíbe que las entidades de salud no hagan nada para superar esa dificultad.

4.2.3. Del mismo modo, esta Corporación ha considerado que un gasto médico es desproporcionado o no soportable si, aun cuando el usuario tiene recursos económicos, asumir este costo rompe el equilibrio económico familiar y pone en peligro el acceso mismo al servicio de salud o compromete la satisfacción de las demás obligaciones personales, familiares y económicas del presupuesto ordinario del accionante que constituyen “otras garantías constitucionales o necesidades vitales”.

4.2.4. Ahora bien, la jurisprudencia constitucional se ha pronunciado sobre el suministro de oxígeno domiciliario en casos en los que la falta de capacidad económica del actor hace que el costo del oxígeno impida su acceso a este medicamento y le impone un costo no soportable.
…

4.2.9. En síntesis, esta Corporación ha tutelado el derecho a la salud de personas de la tercera edad que requieren oxígeno domiciliario cuando su falta de capacidad económica les impide asumir el costo de la electricidad consumida por un generador, por cuanto la decisión de la entidad prestadora del servicio de salud de suministrar oxígeno mediante concentrador y no en pipetas vulnera la accesibilidad económica al servicio de salud y el principio de los gastos soportable al descargar los costos del servicio en un paciente en situación de debilidad manifiesta y sin la capacidad económica para costear el tratamiento.”

6.3.6. En lo que fue objeto de impugnación, la Sala observa que la EPS MEDIMÁS señala que en momento alguno se ha sustraído de sus obligaciones, habida cuenta que a la señora María Elvia Idárraga se le está brindando el servicio de salud que su médico tratante ordenó, como lo es el concentrador de oxígeno, mientras que las pipetas representan un riesgo inminente. Al respecto, se revisó el contenido de la  Resolución No.5269 de 2017 “por la cual se actualiza íntegramente el Plan de Beneficios en Salud con cargo  a la Unidad de Pago por Captación UPC” y en la hoja No.74 se puede corroborar que se encuentra relacionado el oxígeno, el cual incluye todas las concentraciones y formas farmacéuticas (Fl. 4 del cuaderno de segunda instancia).
6.3.7. En esas condiciones, si bien es cierto la EPS MEDIMÁS se ajustó a lo prescrito por el galeno de la agenciada, también lo es que a la ahora de proveer a la señora Idárraga el concentrador eléctrico de oxígeno, no tuvo en cuenta sus condiciones socioeconómicas a sabiendas que se encuentra afiliada al régimen subsidiado, lo que significa que hace parte de la población pobre y vulnerable, en ese sentido, dicha EPS debió percatarse que la forma más viable y apropiada en el suministro del oxígeno era en pipetas de gas en aras de  la protección del derecho fundamental a la salud de una persona que requieren tal servicio en su domicilio en aras de evitar trasladarle los gastos que genera el concentrador eléctrico a una persona carece de los recursos para asumir los costos de la electricidad consumida por un concentrador de oxígeno e impedir una eventual suspensión del servicio de energía como fue el caso expuesto por el agente oficioso de la señora Idárraga.

6.3.8. Este Tribunal reitera que al ser la señora María Elvia Idárraga una persona de la tercera edad y con escasos recursos económicos, se presentan situaciones que la ubican en una condición de debilidad manifiesta que la hacen acreedora de una atención preferente para el control de sus patología; por lo tanto, la intervención del juez de amparo es procedente para que continúe gozando de una vida más digna, evitando que MEDIMÁS EPS descargue en ella o en su familia los gastos del oxígeno domiciliario, tal como lo concluyó la Corte Constitucional en la Sentencia T-501 de 2013, así:
“4.2.9. En síntesis, esta Corporación ha tutelado el derecho a la salud de personas de la tercera edad que requieren oxígeno domiciliario cuando su falta de capacidad económica les impide asumir el costo de la electricidad consumida por un generador, por cuanto la decisión de la entidad prestadora del servicio de salud de suministrar oxígeno mediante concentrador y no en pipetas vulnera la accesibilidad económica al servicio de salud y el principio de los gastos soportable al descargar los costos del servicio en un paciente en situación de debilidad manifiesta y sin la capacidad económica para costear el tratamiento.”
 
6.3.9. Así las cosas, en el caso sub examine la titular de los derechos fundamentales invocados es una persona de especial protección por parte del Estado, por lo que  es evidente que mantener el oxígeno con concentrador a la accionante iría en contravía a los derechos fundamentales que le asisten, debiéndose entonces aplicar el precedente jurisprudencial de la Corte Constitucional que ha indicado que “la accesibilidad económica y el principio de gastos soportables imponen el deber de considerar las condiciones económicas de los tutelantes, con el fin de evitar que a los usuarios más pobres del sistema de salud les sean impuestas cargas económicas desproporcionadas que no puedan ser satisfechas por ellos o que comprometan los gastos relacionados con el disfrute de otras garantías constitucionales.”  (Ver sentencia T-199 de 2013). 

Por lo anterior, esta Sala concluye que están dados los requisitos referidos en la jurisprudencia para que MEDIMÁS EPS le conceda a la señora María Elvia Galeano el servicio de oxígeno por pipetas, toda vez que constituye un medio eficaz para garantizar sus derechos fundamentales. Consecuentemente, se confirmará el fallo de primer grado. 

DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución y la ley
RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de primera instancia dictado por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal dentro de la acción de tutela instaurada por el señor Julio Ernesto Idárraga, agente oficioso de la señora María Elvia Idárraga en contra de MEDIMÁS EPS y la CHEC GRUPO EPM .
SEGUNDO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991 y REMITIR la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión con base en lo dispuesto por el  inciso 2º del artículo 31 del Decreto 2591 de 1991. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
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� Ver las sentencias T-709 de 2011 y T-989 de 2012, entre otras.


� Sentencia T-199 de 2013. Al respecto ver también las sentencias SU-819 de 1999,  T-884 de 2004, T-223 de 2006, T-834 de 2011, entre otras.


� Al respecto también pueden verse, entre otras, las sentencias T-1091 de 2004, T-970 de 2008,  y T-079 de 2009.
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